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Exp.- 481/2019-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 1081/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA.

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE LA SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a quince de julio del dos mil veinte.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1081/2019/2, promovido por la C. **********, contra actos del Director General de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el quince de octubre del dos mil diecinueve, la C.,**********por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí; y, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, respecto de los actos consistentes en:

“La boleta de infracción emitida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado número **********, misma que se anexa y que se encuentra calificada por 300 UMA, de la cual bajo protesta de decir verdad manifiesta haber tenido conocimiento el pasado 24 de septiembre del año en curso”

2.- Mediante auto de fecha veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, se requirió a la parte actora, para que en el plazo de cinco días, exhibiera el original y/o copia certificada del documento con el que acredite la propiedad del vehículo sancionado y señalado en el Acta de retiro de emisión.

Así mismo se requirió para que aclarara y precisara si realizaba una actividad reglada relacionada con la prestación del Servicio Público de Transporte en el Estado, y en su caso exhibiera la autorización y/o concesión que en materia de Comunicaciones y Transportes que le hubiera sido otorgada por el Ejecutivo del Estado, correspondiente al vehículo señalado.

2.- Mediante auto de fecha veintidós de noviembre del dos mil diecinueve, se tuvo al autorizado de la parte actora por desahogando el requerimiento formulado en el auto de fecha veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, y exhibiendo copia certificada de la factura expedida a su favor, por la persona moral **********, relativa al vehículo marca **********, modelo **********, con número de serie **********, mediante la cual acredita la propiedad del vehículo; así mismo aclaro que no cuenta con una concesión en materia de comunicaciones y transportes otorgada por el Gobierno del Estado.
Por otra parte, se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que dentro del plazo legal al efecto establecido en los artículos 238 y 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestara lo que a su derecho conviniera, así mismo, se ordenó correrle traslado al Titular de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, en su carácter de superior jerárquico de la autoridad demandada.
3.- Por proveído de fecha diez de enero de dos mil veinte, se tuvo al C. **********en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes del Estado por contestando la demanda, ordenándose que se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Por último se señalaron las once horas del siete de febrero del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.
4.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se tuvo a la partes por no formulando los mismos, finalmente se citó para su resolución.

.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta a la C. **********, la personalidad e interés jurídico de la misma no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el siguiente

“La boleta de infracción emitida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado número **********, misma que se anexa y que se encuentra calificada por 300 UMA, de la cual bajo protesta de decir verdad manifiesta haber tenido conocimiento el pasado 24 de septiembre del año en curso”

Acompañando a su demanda el Acta Retiro de Vehículo No Permisionario / No Concesionario, de fecha treinta y uno de julio de dos mil diecinueve, y en la cual se desprende del contenido de la misma, que el conductor del vehículo retenido demuestra la propiedad del mismo, con tarjeta de circulación expedida por la parte actora.

Así mismo, acompaña el recibo de pago con número de folio **********, emitido por la Dirección General de Ingresos, de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, la cual obra a foja 15 de autos.
Por su parte, el C. **********, en su carácter de Director General de Comunicaciones y Transportes, para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento de fecha primero de marzo de dos mil diecinueve, dicha documental obra a foja 47 del expediente en el que se actúa.**********A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la boleta de infracción con número de folio **********emitida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En primer término se debe de manifestar que tal y como se ha señalado con anterioridad, la parte actora hace valer este juicio de nulidad, en contra de la boleta de infracción con número de folio **********emitida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado.

Sin embargo, se debe de precisar que la parte actora acompaña a la demanda el Acta Retiro Vehículo No Concesionario / No Permisionario con número de folio **********el cual obra a foja 12 y 13 del expediente en el que se actúa, y que se procede a digitalizar:
DIGITALIZACIÓN
Por lo que es dicha acta, la que se hace consistir en el acto impugnado; y en ese sentido, se estima que la parte actora NO  tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad.
Lo anterior es así, ya que la parte actora, al señalar como único acto impugnado el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario con número de folio **********, de fecha treinta y uno de julio del dos mil diecinueve, emitida por el Inspector Autorizado de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Gobierno de Estado de San Luis Potosí, a través de la cual ordenó el depósito y custodia de un vehículo de motor, así como la determinación de la imposición de una multa, por supuestas infracciones a la Ley del Transportes Público vigente en el Estado; no acreditó contar con interés jurídico para controvertir lo relativo al acta de inspección anteriormente indicada, ello en virtud de que no presentó la concesión o permiso correspondiente mediante el cual se le autorice a realizar la prestación del servicio de transporte público en cualquiera de sus modalidades, requisito establecido en el artículo 231, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mismo que establece lo siguiente:

ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.

(lo resaltado es propio)

Lo anterior es así, ya que de del acta anteriormente digitalizada se desprenden las siguientes consideraciones: 

· Que el inspector adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, al marcarle el alto al vehículo retenido, procedió a entrevistar a la pasajera del mismo, quien le manifestó llamarse **********, y que pidió el servicio por medio de la aplicación llamada **********, con un costo de $40.00 (cuarenta pesos 00/100  m.n.);

· Que el inspector adscrito a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, al entrevistar al conductor del vehículo retenido, le manifestó que no tenía el viaje activo.

Situación que no fue negada por la parte actora, en su escrito inicial de demanda.

Por otra parte, esta Sala Unitaria mediante auto de fecha veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, requirió a la parte actora, para que en el plazo de cinco días, aclarara y precisara si realizaba una actividad reglada relacionada con la prestación del Servicio Público de Transporte en el Estado, y en su caso exhibiera la autorización y/o concesión que en materia de Comunicaciones y Transportes le hubiera sido otorgada por el Ejecutivo del Estado, correspondiente al vehículo señalado.


Sin embargo, mediante auto de fecha veintidós de noviembre del dos mil diecinueve, se tuvo al autorizado de la parte actora por desahogando el requerimiento anteriormente formulado, en donde solamente realizó su manifestación de que no contaba con una concesión en materia de Comunicaciones y Transportes otorgada por el Gobierno del Estado.

Es decir, la parte actora, en ningún momento niega que al momento de la detención de su vehículo, estuviera realizando una actividad reglada relacionada con la prestación del Servicio Público de Transporte en el Estado.
Máxime de lo anterior, se desprende que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda acompaño diversa prueba documental consistente en el acta de comparecencia del hoy actor ante la autoridad demandada de fecha veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, la cual se digitaliza a continuación:

DIGITALIZACIÓN
Documental anterior, que no fue objetada ni controvertida por la parte actora, y en la que en la parte que nos interesa se desprende:

“…MANIFIESTO QUE EN ESTA UNIDAD SE PRESTA UN SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE EN ESTA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSI, S.L.P., AUNQUE RECONOZCO QUE ES IRREGULAR, POR LO QUE SOLICITO SE VALORE LO MANIFESTADO ANTERIORMENTE PARA LA APLICACIÓN DE LA SANCIÓN, ACEPTANDO LA MULTA QUE PROCEDA, ACEPTANDO TAMBIEN QUE ES MOTIVO PARA RETIRAR DE CIRCULACIÓN LA UNIDAD, PARA APLICAR UNA SANCIÓN, MISMA QUE SOLICITO SE ATIENDA A LO EXPRESADO ANTERIORMENTE PARA SU APLICACIÓN, Y MANIFIESTO QUE HAGO EL COMPROMISO DE ABSTENERME A  PRESTAR SERVICIO PUBLICO EN CUALQUIERA DE SUS MODALIDADES HASTA TENER CONCESIÓN O PERMISO PARA ELLO…”

Es decir, es la propia parte actora la que manifiesta que presta servicio de transporte público en la unidad que le fue retenida, así como el hecho de que son ciertos los hechos narrados en dicha diligencia.


Motivo por el cual, al no hacer la parte actora pronunciamiento alguno de que no realizaba funciones de transporte público –ni en su escrito inicial de demanda, ni en el de contestación al requerimiento formulado-, se tiene que en el presente asunto el acto impugnado prevalece la presunción de legalidad que goza todo acto de autoridad, por lo que se tiene que el vehículo anteriormente referido se encontraba realizando un servicio de transporte a título oneroso, ofrecido por medio de la aplicación denominada **********.

Así mismo, se debe de hacer mención que ha sido criterio de los Tribunales Colegiados, que para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada.

En este sentido, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización,  permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta, situación que no aconteció, ello en virtud de que de sus tres cocnpetos de impuganción los cuales se localizan a fojas de la 3 a la 10, combate únicamente el acta de inspección –competencia de la autoridad y la indebida fundamentación y motivación del acta de inspección.
Lo anterior, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.

Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 

Por consiguiente se actualiza la causal de improcedencia y sobreseimiento del presente juicio en relación al acto impugnado consistente en el acta de retiro de vehículo no concesionario/no permisionario con número de folio **********, de fecha treinta y uno de julio del dos mil diecinueve, prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual dicta de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…”
Motivo por el cual, la parte actora contaba con la obligación, en el presente asunto, de acreditar que se encontraba en los supuestos establecidos en los artículos 71 bis y 71 quáter, de la Ley de Transportes del Estado, para la realización de una actividad reglada; en este caso, para prestar el servicio de transporte público, resultando conveniente realizar la transcripción de las disposiciones legales anteriormente citadas:
ARTÍCULO 71 BIS. Las Empresas de Redes de Transporte deberán contar con registro ante la Secretaría, cuya vigencia será anual; dicho registro estará sujeto a los requisitos siguientes: 
I. Exhibir acta constitutiva debidamente registrada en el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí; 
II. Suscribir con el Poder Ejecutivo del Estado un convenio para la constitución de un fondo público económico, al que deberán aportar un 1.5% del monto efectivamente cobrado por cada viaje iniciado en el Estado de San Luis Potosí, por los prestadores del servicio a través de Empresas de Redes de Transporte que se encuentren debidamente registrados en la plataforma propiedad de la Empresa de Redes de Transporte, o promocionada por la misma, cuyos recursos se destinarán para el desarrollo de políticas públicas en materia de movilidad; 
III. Acreditar ser propietaria, subsidiaria o contar con derechos de explotación o acuerdos comerciales para la promoción respecto de la aplicación tecnológica que permita mediar el servicio correspondiente, y 
IV. Informar a la Secretaría los estándares de calidad y operación con que los conductores afectos prestarán sus servicios.

ARTÍCULO 71 QUÁTER. Las Empresas de Redes de Transporte deberán registrar anualmente ante la Secretaría, a sus prestadores de servicio, y propietarios de vehículos como personas físicas, pudiendo realizar dicho trámite a través de los portales o medios electrónicos que se pongan a su disposición, exhibiendo los documentos siguientes: 
I. Identificación oficial; 
II. Comprobante de domicilio; 
III. Registro Federal de Contribuyentes, y 
IV. Documento que acredite la propiedad o legal posesión del vehículo por virtud del cual prestarán el servicio. 
Los prestadores de servicio de transporte de pasajeros a través de Redes de Transporte, deberán acreditar ante éstas, cursos de capacitación, exámenes toxicológicos, psicométricos y de salud.

Es decir, de lo anteriormente transcrito podemos desprender, en qué consistía la obligación de la parte actora para tener el derecho de prestar el servicio de transporte público, mismas que se pueden considerar en las siguientes:
· Debió de haber acreditado que la empresas de Redes de Transporte, a la cual dijo pertenecer, en este caso la denominada **********, contaba ante la Secretaria de Comunicaciones y Transportes con el registro correspondiente;

·  Que el dueño o conductor del vehículo, se encontraba registrado ante dicha empresa de Redes de Transporte, como prestador de sus servicios; y que dicho registro fuera el vigente al año correspondiente de la inspección;

Ahora bien, de acuerdo hasta lo aquí expresado,  y toda vez que la parte actora no acredito que se encontraba en la hipótesis prevista en el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, consistente que podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funden su pretensión, se procede a dictar el sobreseimiento del siguiente acto impugnado, ello de conformidad con lo previsto por el artículo 228, fracción II, del Código anteriormente citado del acto impugnado, consistente en:

“La boleta de infracción emitida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado número **********, misma que se anexa y que se encuentra calificada por 300 UMA, de la cual bajo protesta de decir verdad manifiesta haber tenido conocimiento el pasado 24 de septiembre del año en curso”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción II, 248, 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento del juicio respecto a “La boleta de infracción emitida por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado número **********”, la cual se hace consistir en el acto impugnado, ello de acuerdo con los fundamentos y motivos expuestos en el considerando Segundo, de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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